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Por último, en cuanto a la colaboración con el Ente Público de entidades sin 
ánimo de lucro, hemos de señalar que nuestra percepción es la contraria 
a la que nos manifiesta en su escrito de queja, pues creemos que con 
excepción de supuestos puntuales en que pudieran producirse algunas 
irregularidades, susceptibles de ser corregidas e incluso sancionadas, 
debemos remarcar la importante labor que realizan dichas entidades que 
conforman el denominado tercer sector de acción social, esto es, entidades 
privadas de carácter voluntario y sin ánimo de lucro que, surgidas de la libre 
iniciativa ciudadana, funcionan de forma autónoma y solidaria tratando, 
por medio de acciones de interés general, de impulsar el reconocimiento 
y el ejercicio de los derechos sociales, de lograr la cohesión y la inclusión 
social en todas sus dimensiones y de evitar que determinados colectivos 
sociales queden excluidos de unos niveles suficientes de bienestar. 

3.1.2.7.1.3. Régimen de visitas a familias afectadas por la declaración de 
desamparo de un menor.

Uno de los puntos conflictivos, motivo de frecuentes quejas ante esta 
Institución, es el régimen de visitas inherente al alejamiento del menor de 
sus padres biológicos mediante la constitución del acogimiento familiar 
o residencial, siendo frecuente que padres, madres, resto de familiares, 
o incluso personas allegadas a los menores, se dirijan a la Institución 
en disconformidad con el régimen de visitas que tienen asignado por 
considerarlo excesivamente limitado.

La temática de las quejas en las que se expone esta cuestión es muy 
similar, sirviendo de ejemplo la queja 19/2585 donde la interesada nos 
remite un escrito -firmado por ella y 117 personas más- en el que nos pide 
que intervengamos para que se amplíe el régimen de visitas a su hermano 
de madre. Nos decía que el régimen de visitas establecido era muy escaso, 
y que no contribuía a preservar los vínculos familiares biológicos entre 
hermanos, tal como prevé la legislación.

En el trámite de estas quejas nos encontramos con que en realidad lo que 
existe es una demora en articular la vía para hacer efectivo el derecho 
de visitas, poniendo a disposición de la familia el recurso conocido como 
“espacio facilitador de las relaciones familiares”. En otras ocasiones la queja 
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versa sobre el fondo del asunto, esto es, sobre la pertinencia o no de que 
se produzca la relación entre el menor tutelado por la Administración y su 
familia biológica. En estos casos, tras recabar información del Ente Público, 
comprobamos los argumentos que justifican la decisión de restringir o 
bloquear tales contactos, de forma temporal o con más larga duración, 
encontrándonos que en la mayoría de las ocasiones dicha limitación 
se encuentra motivada y avalada por los informes de que dispone la 
Administración, adoptándose la decisión en atención al supremo interés 
de los menores tutelados.

3.1.2.7.2. Medidas de protección; acogimiento familiar, acogimiento 
residencial y adopciones.

La declaración de desamparo de un menor conlleva la asunción de su 
tutela por parte del Ente Público (Junta de Andalucía), debiendo decidir a 
continuación si éste ha de permanecer internado en un centro residencial 
o bien, tal como prevé la legislación, confía su custodia a una familia, 
extensa o ajena, de forma temporal o con previsión de más larga duración, 
incluso en la modalidad de acogimiento “con fines de adopción”, si se 
constata que la situación del menor no es reversible o de tal gravedad 
que que se estime esta medida como la mejor solución para él.

3.1.2.7.2.1. Acogimiento familiar

La legislación establece la prioridad del acogimiento en familia extensa. 
De no ser esto posible se procuraría el acogimiento del menor por una 
familia ajena a la biológica, y en última instancia, de fallar estas opciones, 
se optaría por su internamiento en un centro residencial. A lo expuesto se 
une la obligatoriedad que los menores de 3 años sean acogidos por una 
familia y no internados en un centro, todo ello conforme a la modificación 
que introdujo la Ley 26/2015, también de 28 de julio, de modificación del 
sistema de protección a la infancia y la adolescencia.

Y no siempre resulta fácil hacer efectivos estos principios de intervención. 
Es frecuente la oposición de la familia a tales decisiones, dándose también 
el caso de disputas entre distintas ramas familiares por el acogimiento de 
un menor. 




